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GOBIERNO DEL ESTADO DE YUCATÁN.

PODER LEGISLATIVO.


COMISIÓN PERMANENTE DE JUSTICIA Y SEGURIDAD PÚBLICA. DIPUTADAS Y DIPUTADOS: GASPAR ARMANDO QUINTAL PARRA, LUIS RENÉ FERNÁNDEZ VIDAL, EDUARDO SOBRINO SIERRA, DAFNE CELINA LÓPEZ OSORIO, JESÚS EFRÉN PÉREZ BALLOTE, RAFAEL ALEJANDRO ECHAZARRETA TORRES, JAZMÍN YANELI VILLANUEVA MOO, CARMEN GUADALUPE GONZÁLEZ MARTÍN, Y VICTOR HUGO LOZANO POVEDA. - - - -
HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO.
En Sesión Ordinaria de Pleno, celebrada en fecha 3 
de mayo de 2024, fue turnada a esta Comisión Permanente de Justicia y Seguridad Pública para su estudio, análisis y dictamen, la iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman diversos artículos del Código de Familia para el Estado de Yucatán en materia de responsabilidad parental, así como se modifica el Código Penal del Estado de Yucatán en materia de feminicidio, suscrita por las Diputadas Alejandra de los Ángeles Novelo Segura y Rubí Argelia Be Chan, integrantes de la Fracción Parlamentaria de MORENA de esta LXIII legislatura del Congreso del Estado de Yucatán.
En atención a lo anterior, las diputadas y los diputados integrantes de esta Comisión Permanente, en los trabajos de estudio y análisis de la referida iniciativa, tomamos en consideración los siguientes,
A N T E C E D E N T E S
PRIMERO. La actual ley sustantiva familiar yucateca data del día 30 de abril del año 2012, publicada en el Diario Oficial del Gobierno del Estado, mediante decreto 516. Cabe señalar que, durante su vigencia, el Código de Familia del Estado de Yucatán ha tenido diversas reformas y adiciones; siendo la más reciente, a la fecha de la presentación de este dictamen, la correspondiente a la publicación en el Diario Oficial del Gobierno del Estado de Yucatán el 26 de abril de 2024, mediante decreto 746.
Partiendo de lo anterior, la legislación familiar del Estado ha tenido cambios relevantes con la finalidad de realizar actualización normativa acorde a los tiempos presentes y de conformidad a las necesidades de la dinámica social.
Por su parte, el delito de feminicidio incorporado en el Código Penal del Estado de Yucatán ha tenido varias reformas desde su tipificación, siendo la última publicada en el Diario Oficial del Gobierno del Estado en fecha 28 de junio de 2023. 
SEGUNDO. En fecha 24 de abril del año 2024, fue presentada la iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman diversos artículos del Código de Familia para el Estado de Yucatán en materia de responsabilidad parental, así como se modifica el Código Penal del Estado de Yucatán en materia de feminicidio, suscrita por las Diputadas Alejandra de los Ángeles Novelo Segura y Rubí Argelia Be Chan, integrantes de la Fracción Parlamentaria de MORENA de esta LXIII legislatura del Congreso del Estado de Yucatán.
En la parte concerniente a la exposición de motivos de la iniciativa de reforma que motiva este dictamen, quienes la suscriben manifestaron lo siguiente:
“…

La familia es el primer grupo al que pertenecemos, en donde se establecen alianzas de ayuda mutua para la supervivencia, el aprendizaje y la comunicación inicial. Sin embargo, la familia tuvo un devenir en propiedad que se consagró con el derecho romano que se mantuvo en el derecho civil moderno en el que se establecía el poder exclusivo del hombre sobre la esposa y los hijos, siendo el dueño legal del hogar y de todos sus miembros.
Esta definición tuvo como consecuencia que se relegase el papel de la mujer en la sociedad, dejándola en los espacios privados, en los papeles de madre y cuidadora. Se le prohibía trabajar, o para ello, requería el permiso del esposo, no podía tener cuentas de bancarías, mucho menos votar o ser parte de la toma de decisiones públicas y colectivas. Por fortuna, las diversas olas feministas han ido desmontando esas estructuras de poder y la mujer ha logrado que sus derechos sean reconocidos. Hoy ya es una realidad en algunos cuerpos legislativos la paridad de género, el gabinete del gobierno de la cuarta transformación es paritario, se ha legislado en favor de la igualdad y la equidad de género, y en el Poder Judicial también se han realizado modificaciones, aunque han tenido retrocesos en el último año. 

Lo que poco se ha transformado es la forma en que se entiende a los hijos en el núcleo familiar y la sociedad, se les sigue concibiendo como propiedad de los padres. La imagen colectiva es de propiedad, de estar obligados a la voluntad de los padres, no es aún común entenderlos como personas sujetas de derechos con los que los padres y el Estado tienen obligaciones y responsabilidades de educación, cuidado, entre otras.
…

Jurídicamente, las normativas que les protegen, además de la ley citada y sus símiles locales, están en los códigos civiles o familiares de la federación y las entidades. Y ahí, el concepto de patria potestad no se ha modificado, a pesar de que las dinámicas familiares si lo han hecho. Hay que recordar que hay familias que son mantenidas y conformadas exclusivamente por mujeres, sin que haya una presencia de hombre alguno. 

Teniendo en consideración los cambios que se han dado en las dinámicas familiares, además de una perspectiva de derechos para las niñas, niños y adolescentes, y teniendo como premisa que la forma en que nombramos las relaciones, sujetos y objetos determina en buena medida la forma en que nos relaciones con ellos, esta iniciativa propone modificar la denominación de la patria potestad en el Código de Familia para el Estado de Yucatán por el concepto de responsabilidad parental.

Este concepto no es nuevo ni único. La patria potestad ya se ha modificado en otros países. El Parlamento Latinoamericano y Caribeño (PARLATINO), cuenta desde 2017 con un proyecto de ley marco sobre responsabilidad parental en la legislación familiar, en el que señala que la figura de patria potestad se basa en la superioridad del poder absoluto masculino sobre sus descendientes y sugiere la adopción del concepto de responsabilidad parental para actualizar el marco jurídico familiar. De los países miembros, Argentina, Brasil y Colombia ya han realizado estas modificaciones.

…

Además, la reforma plantea modificar tanto el Código de Familia como el Código Penal locales para que se suspenda la responsabilidad parental cuando el progenitor sea vinculado a proceso por feminicidio o su tentativa, y se pierda esta cuando sea declarado culpable. Esto con la finalidad de brindar a las personas menores un ambiente libre de violencia, así como evitar la revictimización. 

…”  

TERCERO. Como se ha señalado con antelación, en la pasada Sesión Ordinaria del Pleno celebrada el 3 de mayo de 2024, fue turnada la iniciativa en comento a esta Comisión Permanente de Justicia y Seguridad Pública, misma que posteriormente fue distribuida en sesión de trabajo de fecha 28 de mayo del mismo año, a las y los integrantes de esta comisión dictaminadora, para su análisis, estudio y dictamen respectivo.

Con base en los antecedentes mencionados, las diputadas y diputados integrantes de esta Comisión Permanente, realizamos las siguientes,
C O N S I D E R A C I O N E S

PRIMERA. La iniciativa en estudio, encuentran sustento normativo en lo dispuesto en los artículos 35, fracción I de la Constitución Política y 16 de la Ley de Gobierno del Poder Legislativo ambos del Estado de Yucatán, toda vez que dichas disposiciones facultan a las diputadas y diputados para iniciar leyes y decretos.
Asimismo, de conformidad con el artículo 43, fracción III, inciso a) de la Ley de Gobierno del Poder Legislativo del Estado de Yucatán, esta Comisión Permanente de Justicia y Seguridad Pública, tiene facultad para conocer de los temas relacionados con reformas relacionadas a la procuración e impartición de justicia, salvaguardando las garantías de seguridad jurídica, preservando el estado de derecho.
SEGUNDA. En concreto, la iniciativa que nos atañe tiene por objeto reformar el marco legal en el Estado de Yucatán, específicamente el Código de Familia y el Código Penal, para cambiar la denominación "patria potestad" por "responsabilidad parental" con la finalidad de reflejar un enfoque de derechos humanos y adaptarse a las nuevas dinámicas familiares. 
Asimismo se propone suspender la responsabilidad parental desde el momento del auto de vinculación a proceso por delito de feminicidio o su tentativa en contra de la madre de las niñas, niños y adolescentes sujetos a patria potestad; y en caso de condena por este mismo delito o su tentativa, se propone la pérdida del mismo por resolución judicial.
TERCERA. Acotado lo anterior, es primordial tomar como punto de partida que el concepto patria potestad, proviene del latín patrius, patria, patrium, que refieren al padre, y potestas, que significa potestad. Desde el punto de vista gramatical, la palabra padre tiene entre sus acepciones las de "varón o macho que ha engendrado" y "cabeza de una descendencia, familia o pueblo"; mientras que por potestad se entiende "dominio, poder, jurisdicción o facultad que se tiene sobre algo". Luego entonces, la patria potestad puede concebirse, desde este enfoque, como el poder o facultad conferida al varón que ha engendrado.

En el ámbito doctrinal, son varias las definiciones
 que se han propuesto en torno a la institución objeto de análisis.

Así, para Rafael de Pina, la patria potestad se traduce en "el conjunto de las facultades, que suponen también deberes, conferidas a quienes la ejercen en relación a las personas y bienes de los sujetos a ella, con el objeto de salvaguardarlas en la medida necesaria".

Por su parte, Domínguez Martínez señala que la patria potestad "puede considerarse como la institución de lo familiar a la que corresponde regular los derechos de(sic) los ascendientes tienen respecto de la persona y de los bienes de sus descendientes menores de edad, para poder dar cumplimiento accesiblemente a las obligaciones que su situación les impone".

En el mismo tenor, Baqueiro Rojas y Buenrostro Baéz la definen como "el conjunto de derechos, deberes y obligaciones conferidos por ley a los padres con respecto a la persona y bienes de sus hijos, desde el nacimiento hasta la mayoría de edad o la emancipación, para su bien y protección mientras son menores, y para que los representen en tal periodo. Implica el derecho-obligación de alimentos, convivencia y educación (formación)".
Derivado de lo anterior, se puede visualizar que todas las definiciones son coincidentes en establecer que la patria potestad representa ese conjunto de derechos y obligaciones que tienen los padres con relación a sus hijos menores de edad que también incluyen sus bienes.
CUARTA. En efecto, es oportuno señalar que, nuestro Código de Familia para el Estado de Yucatán establece en el artículo 276, que la patria potestad es un conjunto de derechos y obligaciones que se otorgan e imponen legalmente a los ascendientes, en su caso, para cumplir con las necesidades materiales, afectivas, de salud, educación y recreativas de los hijos o hijas menores de edad, así como para la administración de sus bienes. Correspondiendo al padre y a la madre, conjunta o separadamente, o en su caso, a los abuelos paternos y maternos, conjunta o separadamente.
En caso de controversia sobre a quién corresponde el ejercicio de la patria potestad, el juez debe decidir en atención al interés superior de la niña, niño o adolescente. 
En este sentido, es de referir que los tribunales de la Federación, en sus criterios de interpretación, se han ocupado también de definir a la patria potestad como:

…un complejo funcional de derechos y obligaciones, dirigido a lograr la formación integral del menor a partir de la intervención de los padres que ejercen su derecho derivado de la relación natural paterno-filial, de proteger y educar a sus descendientes directos …

…una institución protectora de la persona y bienes de los hijos menores de edad no emancipados, que tiene su origen en la filiación.

…un derecho fundado en la naturaleza de la relación paterno filial, reconocido y protegido por la ley, cuyo ejercicio corresponde, ante todo, a los padres del menor, establecido principalmente en beneficio de éste y para prestarle auxilio a su debilidad, ignorancia e inexperiencia, de donde se infiere que para que los padres puedan cumplir cabalmente con los deberes que les impone la patria potestad, como son velar por la seguridad e integridad corporal del hijo, el cuidado de dirigir su educación, de vigilar su conducta, sus relaciones y su correspondencia y formar su carácter, es del todo indispensable el ejercicio de las facultades inherentes a dicha potestad, entre las que se encuentran de manera destacada la guarda y custodia de los hijos y la convivencia con ellos.

Para mayor claridad, ésta última definición se descompone en los siguientes elementos, los cuales constituyen atributos esenciales de la patria potestad
:

• Se constituye por un conjunto de derechos, facultades y obligaciones atribuidos, entre otros, a los progenitores. La patria potestad conlleva no sólo derechos y facultades, sino también obligaciones y deberes, y toda vez que tanto aquéllos como éstos recaen en las personas que la detentan es que se habla de derechos-deberes.

• Tiene su origen principalmente en la filiación. La patria potestad encuentra su fundamento principalmente en la filiación, pues se trata de una institución derivada del vínculo paterno-materno filial.

Luego, es en atención a dicho vínculo que se imponen a los padres ciertos deberes para con sus hijos —como los de protegerlos y cuidarlos—, y ciertos derechos —como los de administrar sus bienes y corregirlos—, derechos y deberes que, ante la falta o impedimento de los padres, pueden recaer en los abuelos o, excepcionalmente, en los parientes consanguíneos colaterales o adoptantes del menor. 

• Se ejerce sobre la persona y bienes del menor sujeto a ella. Los derechos-deberes inherentes a la patria potestad producen efectos tanto en la persona como en los bienes que el menor tenga en propiedad, pues tanto aquélla como éstos son materia de custodia.

Así, quien ejerce la patria potestad es el legítimo representante de los que están bajo ella y tiene la administración legal de los bienes que les pertenecen.

• Son sujetos pasivos de ella los menores de edad no emancipados. La patria potestad es una institución destinada a la guarda y protección de menores de edad no emancipados, por lo que sólo los sujetos que reúnan dichas condiciones pueden estar sujetos a ella.

• Su objeto es que los ascendientes puedan cumplir los deberes que tienen para con sus descendientes. La patria potestad tiene como objetivo primordial la educación, asistencia y protección de los niños y niñas, y es precisamente para que pueda alcanzarse dicho objetivo que se atribuyen a los ascendientes algunos derechos y facultades.
Luego, la autoridad concedida a los ascendientes es un medio para que puedan cumplir con sus deberes, de modo que no se trata en realidad de una potestad o de un poder, sino más bien de una función.
QUINTA. Ahora bien, en lo concerniente a la regulación de la patria potestad en el ámbito internacional, es de referir que si bien la institución, como tal, no está regulada, sí encuentra fundamento en distintas declaraciones y tratados internacionales que contemplan el derecho de los niños a recibir protección y asistencia especiales.

Así, puede hacerse referencia, en primer término, a la Declaración de Ginebra, adoptada por la Asamblea de la Sociedad de Naciones el 24 de septiembre de 1924, en la que se establecen los siguientes principios:

1. El niño debe ser puesto en condiciones de desarrollarse normalmente desde el punto de vista material y espiritual.

2. El niño hambriento debe ser alimentado; el niño enfermo debe ser atendido; el niño deficiente debe ser ayudado; el niño desadaptado debe ser reeducado; el huérfano y el abandonado deben ser recogidos y ayudados.

3. El niño deber ser el primero en recibir socorro en caso de calamidad.
4. El niño debe ser puesto en condiciones de ganarse la vida y debe ser protegido de cualquier explotación.

5. El niño deber ser educado inculcándole el sentimiento del deber que tiene de poner sus mejores cualidades al servicio del prójimo.
Como se desprende de la transcripción anterior, se consagran varios derechos a favor de los niños, lo cual obedece a su reconocimiento como personas dignas de asistencia y cuidados especiales, condición ésta que se les reconoce expresamente en la Declaración Universal de los Derechos Humanos, adoptada y proclamada el 10 de diciembre de 1948 por la Asamblea General de las Naciones, en la cual se establece lo siguiente:
Artículo 25

1. Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales necesarios; tiene asimismo derecho a los seguros en caso de desempleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez u otros casos de pérdida de sus medios de subsistencia por circunstancias independientes de su voluntad.

2. La maternidad y la infancia tienen derecho a cuidados y asistencia especiales. Todos los niños, nacidos de matrimonio o fuera de matrimonio, tienen derecho a igual protección social.
De esta manera, se reconoce expresamente el derecho de los niños a recibir asistencia y cuidados especiales, lo que da pauta a que, el 20 de noviembre de 1959, la Asamblea General de las Naciones Unidas proclame la Declaración de los Derechos del Niño, en la que "considerando que el niño, por su falta de madurez física y mental, necesita protección y cuidados especiales, incluso la debida protección legal, tanto antes como después del nacimiento", se reconoce una serie de derechos a favor de los menores de edad, con lo que se busca que el niño "pueda tener una infancia feliz y gozar, en su propio bien y en bien de la sociedad, de los derechos y libertades que en ella se enuncian", instando además a "los padres, a los hombres y mujeres individualmente y a las organizaciones particulares, autoridades locales y gobiernos nacionales a que reconozcan esos derechos y luchen por su observancia con medidas legislativas y de otra índole adoptadas progresivamente" de conformidad con los principios que en la propia declaración se contemplan.

Por otro lado, también en el artículo 24 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos —adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 16 de diciembre de 1966— se estatuye que los niños tienen derecho a que se proteja su condición de menores, como se lee a continuación:

Artículo 24

1. Todo niño tiene derecho, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, origen nacional o social, posición económica o nacimiento, a las medidas de protección que su condición de menor requiere, tanto por parte de su familia como de la sociedad y del Estado.

2. Todo niño será inscrito inmediatamente después de su nacimiento y deberá tener un nombre.

3. Todo niño tiene derecho a adquirir una nacionalidad.
Por su parte, en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales —adoptado también el 16 de diciembre de 1966 por la Asamblea General de las Naciones Unidas—, se concede especial atención al cuidado y protección de los niños, como se evidencia en el artículo siguiente:
Artículo 10

Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen que:

1. Se debe conceder a la familia, que es el elemento natural y fundamental de la sociedad, la más amplia protección y asistencia posibles, especialmente para su constitución y mientras sea responsable del cuidado y la educación de los hijos a su cargo. El matrimonio debe contraerse con el libre consentimiento de los futuros cónyuges.

2…

3. Se deben adoptar medidas especiales de protección y asistencia en favor de todos los niños y adolescentes, sin discriminación alguna por razón de filiación o cualquier otra condición. Debe protegerse a los niños y adolescentes contra la explotación económica y social. Su empleo en trabajos nocivos para su moral y salud, o en los cuales peligre su vida o se corra el riesgo de perjudicar su desarrollo normal, será sancionado por la ley. Los Estados deben establecer también límites de edad por debajo de los cuales quede prohibido y sancionado por la ley el empleo a sueldo de mano de obra infantil.
De igual manera, en la Convención Americana sobre Derechos Humanos, también conocida como Pacto de San José de Costa Rica, al suscribirse en dicha ciudad el 22 de noviembre de 1969, se prevé que el niño, por su condición de menor, tiene derecho a protección por parte de su familia, de la sociedad y del Estado, como se lee en el artículo siguiente:
Artículo 19. Derechos del Niño
Todo niño tiene derecho a las medidas de protección que su condición de menor requieren por parte de su familia, de la sociedad y del Estado.
Finalmente, es en la Convención sobre los Derechos del Niño —adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 20 de noviembre de 1989, aprobada por el Senado de la República el 19 de junio de 1990, ratificada por México el 21 de septiembre del mismo año y publicada en el Diario Oficial de la Federación el 15 de enero de 1991— donde se estatuyen los derechos que todos los niños y las niñas, sin distinción alguna, deben gozar, así como las acciones y medidas que los Estados partes se comprometen a adoptar en pro de dichos derechos, entre las que se encuentran: 
• Asegurar al niño la protección y el cuidado que sean necesarios para su bienestar —teniendo en cuenta los derechos y deberes de sus padres, tutores u otras personas responsables de él ante la ley— y, con ese fin, tomar todas las medidas legislativas y administrativas adecuadas (artículo 3). 
• Respetar las responsabilidades, los derechos y los deberes de los padres o, en su caso, de los tutores u otras personas encargadas legalmente del niño, de impartirle dirección y orientación apropiadas (artículo 5). 
• Velar por que el niño no sea separado de sus padres contra la voluntad de éstos, excepto cuando, a reserva de revisión judicial, las autoridades competentes determinen, de conformidad con la ley y los procedimientos aplicables, que tal separación es necesaria en aras del interés superior del niño (artículo 9). 
• Respetar el derecho del niño que esté separado de uno o de ambos padres a mantener relaciones personales y contacto directo con ambos progenitores de modo regular, salvo si ello es contrario al interés superior del niño (artículo 9). 
• Respetar los derechos y deberes de los padres y, en su caso, de los representantes legales, de guiar al niño en el ejercicio de su derecho de modo conforme a la evolución de sus facultades (artículo 14). 
• Garantizar el reconocimiento del principio de que ambos padres tienen obligaciones comunes en lo que respecta a la crianza y el desarrollo del niño (artículo 18). 
• Prestar la asistencia apropiada a los padres y a los representantes legales para el desempeño de sus funciones en lo que respecta a la crianza del niño, y velar por la creación de instituciones, instalaciones y servicios para el cuidado de los niños (artículo 18). 
• Brindar a los niños temporal o permanentemente privados de su medio familiar, o cuyo superior interés exija que no permanezcan en ese medio, protección y asistencia especiales (artículo 20). 
Así, como puede advertirse de los preceptos y principios de las declaraciones e instrumentos internacionales a que se ha hecho referencia, en el ámbito internacional se reconoce el derecho de los niños a recibir asistencia y cuidados especiales, siendo la patria potestad una de las instituciones destinadas a dicho fin.
Por lo que hace a nuestro derecho interno, debe hacerse mención, en primer lugar, a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en cuyo artículo 4o., se establece:

Los niños y las niñas tienen derecho a la satisfacción de sus necesidades de alimentación, salud, educación y sano esparcimiento para su desarrollo integral. Los ascendientes, tutores y custodios tienen el deber de preservar estos derechos y principios. El Estado otorgará facilidades a los particulares para que coadyuven al cumplimiento de los derechos de la niñez. 
En este tenor, en nuestra Norma Fundamental se reconocen los derechos de los niños y se estatuye la obligación de los ascendientes, tutores y custodios de preservar dichos derechos, pero, además, se establece el deber del Estado de proveer lo necesario para propiciar el ejercicio pleno de los derechos de la niñez.

En este orden de ideas, el Estado debe llevar a cabo diversas tareas para hacer efectivos los derechos de los niños, como por ejemplo, desarrollar, a través de leyes, el contenido de dichos derechos.
Es por ello que, tanto a nivel federal como local, se han emitido diversas leyes reglamentarias del artículo 4o. constitucional, leyes que, en términos generales, tienen por objeto garantizar a los menores de dieciocho años la tutela y el respeto de los derechos fundamentales que la Norma Suprema les reconoce.
Por su parte, el 4 de diciembre de 2014 se publica en el Diario Oficial de la Federación, la Ley General de los Derechos de niñas, niños y adolescentes con el objeto de garantizar el pleno ejercicio, respeto, protección y promoción de los derechos humanos de niñas, niños y adolescentes conforme a lo establecido en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano forma parte, entre otros.

En nuestro Estado, mediante Decreto 378/2021 se emite la Ley de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de Yucatán, con el objeto de salvaguardar los derechos humanos de niñas, niños y adolescentes en plena armonización de la Ley General en la materia, derivada de la facultad concurrente.

SEXTA. Abordando el tema en concreto, los integrantes de esta comisión, coincidimos en que, en las nuevas dinámicas familiares, el ejercicio responsable de la parentalidad se vincula con una transformación indispensable de los contextos culturales que permitan a todo niño, niña o adolescente, ser criados y cuidados en un marco de plena igualdad y atendiendo el interés superior de la niñez que permita su pleno desarrollo integral.
En este sentido, la patria potestad deja de configurarse como un derecho de los progenitores y pasa a ser entendida como una función que se les encomienda en beneficio de los hijos e hijas y que está dirigida a la protección, educación y formación integral de los segundos, cuyo interés es siempre prevalente en la relación paterno filial.
En este contexto y acorde a los tiempos actuales que establecen los nuevos paradigmas del derecho de familia, se da el surgimiento de la responsabilidad parental, basada en el principio del superior interés de la niñez y atendiendo la evolución normativa en países de Latinoamerica y Europa.
Es preciso señalar que el Parlamento Latinoamericano y Caribeño (PARLATINO), propone desde 2017, una ley marco para los países miembros del PARLATINO sobre responsabilidad parental en la legislación familiar, de conformidad al progreso que han tenido las familias en las últimas décadas del Siglo XX y lo que va del XXI en nuestras sociedades, por lo que en la referida ley proponen introducir el concepto de Responsabilidad Parental con lo cual se modernizarían las normas jurídicas.
Esta concepción ha hecho eco en países latinoamericanos, como Argentina, que en su Código Civil de la Nación ha adoptado el término responsabilidad parental incluyendo sus principios generales, tales como el interés superior del niño; la autonomía progresiva del hijo conforme a sus características psicofísicas, aptitudes y desarrollo y el derecho del niño a ser oído y a que su opinión sea tenida en cuenta según su edad y grado de madurez. A su vez, países como Brasil y Colombia así como países europeos, han adecuado su legislación evolucionando hacia la nueva concepción de las relaciones familiares, entendiéndola como “responsabilidad parental”.
Específicamente, el Código de la Infancia y la Adolescencia de Colombia refieren a la responsabilidad parental como un complemento de la patria potestad establecida en la legislación civil. Considerándola, además, como la obligación inherente a la orientación, cuidado, acompañamiento y crianza de los niños, las niñas y los adolescentes durante su proceso de formación. Esto incluye la responsabilidad compartida y solidaria del padre y la madre de asegurarse que los

niños, las niñas y los adolescentes puedan lograr el máximo nivel de satisfacción de sus derechos. Asimismo, se estipula que en ningún caso el ejercicio de la responsabilidad parental puede conllevar violencia física, psicológica o actos que impidan el ejercicio de sus derechos”.
A su vez, el Código de Cataluña entiende a dicha potestad como el instrumento en virtud del cual los progenitores pueden cumplir con las "responsabilidades parentales" respecto a los hijos menores no emancipados y en algunos casos, los hijos mayores de edad incapacitados.

Por su parte, en la resolución del amparo directo en revisión 348/2012 de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, se determinó que con la introducción del texto constitucional que reconoce el carácter primordial del interés superior de la niñez, los tribunales tienen la obligación de abandonar la vieja concepción de la patria potestad como un poder “omnímodo” sobre los hijos e hijas. En otras palabras, en el nuevo sistema de justicia constitucional de derechos humanos, la patria potestad deja de configurarse como un derecho de los progenitores para ser entendido como una función que se les encomienda en beneficio de sus hijos e hijas y que está dirigida a la protección, educación y formulación integral de los segundos, cuyo interés es siempre prevalente en la relación paterno filial.
 
En este orden de ideas, la concepción constitucional de las relaciones entre progenitores e hijos e hijas ha permeado una serie de materias específicas, incluidas, por supuesto las de índole familiar.
Puntualmente, las y los diputados que conformamos esta Comisión consideramos viable incluir a la responsabilidad parental como complemento de la patria potestad basada en el interés superior de la niñez y además como obligación inherente a la orientación, cuidado, acompañamiento y crianza de los hijos o hijas menores de edad, para lograr su desarrollo integral. 
De tal manera que sea una responsabilidad compartida y solidaria de los ascendientes de asegurarse que sus hijos o hijas menores de edad puedan lograr el máximo nivel de satisfacción de sus derechos y necesidades.

Estableciendo a su vez que, en ningún caso, el ejercicio de la responsabilidad parental puede conllevar violencia física, psicológica o actos que impidan el ejercicio de sus derechos.
Asimismo y con la intención de la máxima salvaguarda de los derechos de niñas, niños y adolescentes en los casos de feminicidio; y en atención  al principio del interés superior de la niñez, se propone incluir, de manera expresa, en el Código de Familia y en el Código Penal, ambos del Estado de Yucatán, la pérdida de la patria potestad, el cual incluye la responsabilidad parental, en casos de condena por delitos de feminicidio o su tentativa en contra de la madre de las niñas, niños o adolescentes sujetos a la patria potestad. Así como la suspensión de la misma, en caso de auto de vinculación a proceso por estos delitos. Esto último con fundamento en el artículo 53 de la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, el cual establece que las órdenes cautelares son las órdenes de protección que otorgue el juez o tribunal en el marco de un proceso jurisdiccional. 
Por lo tanto, las órdenes de protección cautelares se considerarán medidas cautelares en el proceso penal y medidas de protección en el proceso familiar, por lo que se regularán de conformidad con las leyes respectivas.
Puntualizando a su vez, que las órdenes de naturaleza cautelar no podrán tener una duración mayor a la del proceso del cual derivan y en materia penal, no podrán otorgarse si no se ha vinculado a proceso. 
Asimismo, con fundamento en el artículo 154 del Código Nacional de Procedimientos Penales, que establece la procedencia de medidas cautelares, se determina que el Juez podrá imponer medidas cautelares a petición del Ministerio Público o de la víctima u ofendido, cuando se haya vinculado a proceso al imputado.

En este sentido, se propone la procedencia de la suspensión de la patria potestad, una vez dictado del auto de vinculación a proceso en caso de delitos de feminicidio o su tentativa en contra de la madre de las niñas, niños o adolescentes sujetos a la patria potestad, de  conformidad al marco jurídico aplicable antes señalado.
Por todo lo anterior, consideramos viable la actualización normativa familiar y penal acorde a los tiempos que nos ocupan en aras de salvaguardar el interés superior de la niñez, para adaptarla a las dinámicas familiares que se dan hoy en día y procurando el logro del máximo nivel de satisfacción de sus derechos; así como para contribuir al proceso de consolidación de un sistema constitucional abierto a las transformaciones experimentadas por las familias y la protección de los derechos fundamentales de quienes las conforman.

SÉPTIMA. Por todo lo expuesto y fundado, las diputadas y diputados integrantes de esta Comisión Permanente de Justicia y Seguridad Pública de la LXIII Legislatura del Congreso del Estado de Yucatán, consideramos procedentes la reformas a diversos artículos del Código de Familia para el Estado de Yucatán en materia de responsabilidad parental, así como las respectivas del Código Penal del Estado de Yucatán en materia de feminicidio, en términos de los razonamientos antes expresados. 
En tal virtud, con fundamento en los artículos 30, fracción V de la Constitución Política, 18 y 43, fracción III, inciso a) de la Ley de Gobierno del Poder Legislativo y 71, fracción II del Reglamento de la Ley de Gobierno del Poder Legislativo, todos ordenamientos del Estado de Yucatán, sometemos a consideración del Pleno del Congreso del Estado de Yucatán, el siguiente proyecto de:
DECRETO
Por el que se reforman diversos artículos del Código de Familia para el Estado de Yucatán en materia de Responsabilidad Parental, así como se modifica el Código Penal del Estado de Yucatán en materia de feminicidio.
Artículo primero. - Se reforman los artículos 57, 198, 276, 308 y 312  todos del Código de Familia para el Estado de Yucatán para quedar como sigue:
Taller de orientación prematrimonial 

Artículo 57. …

I.
…

II.
…

III.
Los regímenes patrimoniales, patria potestad, responsabilidad parental, patrimonio de la familia, paternidad y maternidad responsable, responsabilidad financiera;

IV.
…

V.
…

VI.
…

VII.
…

Resolución del divorcio

Artículo 198. La resolución dictada por el juez en la que decrete el divorcio, debe fijar la situación de los hijos o hijas menores de edad, para lo cual deberá contener las siguientes disposiciones: 

I.
Todo lo relativo a los derechos y deberes inherentes a la patria potestad incluyendo la responsabilidad parental, su pérdida, suspensión o limitación; a la guarda y custodia, así como a las obligaciones de crianza y el derecho de los hijos o hijas a convivir con ambos progenitores;

II a VII.…
…

TÍTULO NOVENO

PATRIA POTESTAD

CAPÍTULO I

Disposiciones Generales

Patria potestad 

Artículo 276. La patria potestad es un conjunto de derechos, obligaciones y responsabilidad parental que se otorgan e imponen legalmente a los ascendientes, en su caso, para cumplir con las necesidades materiales, afectivas, de salud, educación y recreativas de los hijos o hijas menores de edad, así como para la administración de sus bienes. 

Para estos efectos, se entenderá a la responsabilidad parental como complemento de la patria potestad basada en el interés superior de la niñez y además como obligación inherente a la orientación, cuidado, acompañamiento y crianza de los hijos o hijas menores de edad, para lograr su desarrollo integral. Esto incluye la responsabilidad compartida y solidaria de los ascendientes de asegurarse que sus hijos o hijas menores de edad puedan lograr el máximo nivel de satisfacción de sus derechos y necesidades.

En ningún caso, el ejercicio de la responsabilidad parental puede conllevar violencia física, psicológica o actos que impidan el ejercicio de sus derechos.
Pérdida de la patria potestad 

Artículo 308. La patria potestad se pierde:
I.
Cuando quien o quienes la ejercen son condenados expresamente a la pérdida de ese derecho, o por la condena por el delito de feminicidio o su tentativa en contra de la madre de las niñas, niños o adolescentes sujetos a la patria potestad, así como de otros delitos graves;

II -VI…

…
Suspensión de la patria potestad
Artículo 312. La patria potestad se suspende por:
I...

II…

III.Sentencia ejecutoriada que imponga dicha suspensión;
IV.En los casos de divorcio o nulidad del matrimonio; cuando el juez imponga esta medida, y

 V.       Por auto de vinculación a proceso dictado por delito de feminicidio o su tentativa en contra de la madre de las niñas, niños y adolescentes sujetos a patria potestad.
Artículo segundo. - Se reforman el artículo 394 Quinquies del Código Penal del Estado de Yucatán para quedar como sigue:
Artículo 394 Quinquies.-…

I.-  a XIV.-…
…

…

…
…

Además de las sanciones descritas en este artículo, el sujeto activo perderá todos los derechos con relación a la víctima, incluidos los de carácter sucesorio. Asimismo, en el caso de que tenga hijas o hijos con la víctima, el sujeto activo en su caso, perderá sobre ellas o ellos los derechos de familia correspondientes a la patria potestad, tutela, guarda y custodia, régimen de visitas y convivencias, y el derecho de alimentos que, en su caso, le correspondiere; lo mismo aplicará en caso de tentativa. Operará la suspensión de la patria potestad desde el momento del auto de vinculación a proceso por el delito de feminicidio o su tentativa en contra de la madre de las niñas, niños o adolescentes sujetos a la patria potestad. 
…

…

…
…
ARTÍCULOS TRANSITORIOS
PRIMERO. Este decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial del Gobierno del Estado de Yucatán.

SEGUNDO.- Los talleres a los que se refiere el artículo 57 de este Código, deberán de ser modificados con énfasis en la perspectiva de derechos e interés superior de la niñez que implica la patria potestad incluyendo la responsabilidad parental.
DADO EN LA SALA DE USOS MÚLTIPLES “MAESTRA CONSUELO ZAVALA CASTILLO” DEL RECINTO DEL PODER LEGISLATIVO, EN LA CIUDAD DE MÉRIDA, YUCATÁN, A LOS VEINTINUEVE DÍAS DEL MES DE MAYO DEL AÑO DOS MIL VEINTICUATRO.

COMISIóN PERMANENTE DE JUSTICIA Y SEGURIDAD PÚBLICA.
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